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INSTITUTO ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL 
CONSEJO GENERAL 

E DF EXPEDIENTE: IEDF-OCGIO~~I~OOB 
INSTITOTO ELECTORAL 
DEL DISTRITO FEDERAL 

PROMOVENTE: CIUDADANO JUAN ANTONIO 
AREVALO LOPEZ, EN SU CARÁCTER DE 
SECRETARIO GENERAL DEL PARTIDO ACCIÓN 
NACIONAL EN EL DISTRITO FEDERAL. 

PROBABLES RESPONSABLES: CIUDADANO 
MARCELO EBRARD C A S A U B ~ N  Y PARTIDO DE 
LA REVOLUCION DEMOCRÁTICA. 

México, Distrito Federal, a veinte de mayo de dos mil diez. 

VISTO el estado procedimental que guardan las constancias que 

integran el expediente al rubro citado, y 

R E S U L T A N D O :  

1. Mediante escrito presentado en la Oficialía de Partes de esta 

autoridad electoral administrativa local el dieciocho de diciembre de dos 

mil ocho, el Partido Acción Nacional, por conducto de su Secretario 

General en el Distrito Federal, ciudadano Juan Antonio Arévalo López, 

promovió una denuncia en contra del ciudadano Marcelo Ebrard 

Casaubón y el Partido de la Revolución Democrática, por diversos 

hechos que, a su juicio, constituían infracciones a la normatividad 

electoral relativa a la realización de actos anticipados de precamparña 

y10 campaña. 

2. Por proveído de seis de enero de dos mil nueve, el Secretario 

Ejecutivo tuvo por recibido el escrito de denuncia, ordenando formar el 

expediente de queja respectivo, al que se le asignó la clave IEDF-QCG- 

03912008; asimismo, ordenó turnar el presente expediente a la 

Comisión Permanente de Asociaciones Políticas del Consejo General 

de este Instituto Electoral, para los efectos del artículo 175 del Código 

Electoral local. 

3. Mediante oficio número IEDF-SE/QJ/135/10, el Secretario Ejecutivo 

de este Instituto Electoral local, puso a disposición de la 
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Permanente de Asociaciones Políticas, el expediente en que se actúa, 

con el proyecto de dictamen y resolución atenientes, para los efectos 

legales a que haya lugar. 

4. En sesión de tres de mayo de dos mil diez, la Comisión Permanente 

de Asociaciones Políticas del Instituto Electoral del Distrito Federal 1 

aprobó el dictamen y proyecto de resolución atinentes, con el objeto de 

someter éste Último a la consideración del Consejo General de este 

Instituto Electoral. 

5. En virtud de que este expediente ha quedado en estado de 

resolución y con sustento en el Dictamen aprobado por la Comisión 

Permanente de Asociaciones Políticas, este Órgano Superior de 

Dirección procede a resolver el presente asunto, de conformidad con 

los siguientes 
I 

C O N S I D E R A N D O S :  

l. COMPETENCIA. Que en términos de lo dispuesto en los artículos 

120, párrafos cuarto, quinto y sexto; 123 párrafo primero; 124, párrafo 

primero y 136 del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal; artículos 1, 

párrafos primero y segundo, fracciones 11, IV, V, VI, 2 ,  párrafo primero: 

86, 88, fracción 1, 111, V y VI, 95, fracciones XIII, XIV, XXVIII, XXXIII, 96, 

párrafos primero, tercero y séptimo, 97, fracción 1, 110, fracción V, 172; 

173, fracciones 1, VII, VIII, 175, 225 fracción V y 227 del Código 

Electoral del Distrito Federal; 1, 4, 18, fracción 11, 19, 39, 69, 70, 71 y 74 

del Reglamento para la Sustanciación, este Consejo General es 

competente para conocer y resolver el presente asunto, habida cuenta 

que se trata de una queja promovida por un partido político, en la 
*~ l 

especie, el Partido Acción Nacional en contra del titular de un órgano de 

gobierno del Distrito Federal, esto es, el Jefe de Gobierno de esta 

entidad, ciudadano Marcelo Ebrard Casaubón, así como en contra de 

otra asociación política, a saber, el Partido de la Revolu 
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Democrática, por la posible comisión de conductas que, a su juicio, 

constituyen violaciones graves a la normatividad electoral y, por ende, 

faltas sancionables en sus términos. 

II. PROCEDENCIA DE LA QUEJA. De conformidad con lo dispuesto 

por el artículo 1, párrafo primero del Código Electoral del Distrito 

Federal, es menester que previamente a ocuparse del fondo del asunto 

se analice de oficio o a instancia de parte si se acreditan los 

presupuestos procesales de la vía, en términos de lo dispuesto por el 

Código Electoral del Distrito Federal y el Reglamento para la 

Sustanciación de Quejas del Instituto Electoral del Distrito Federal. 

Lo anterior es así, ya que en caso que no lo estuvieran, se estaría ante 

un impedimento de orden público para dictar resolución de fondo. Sirve 

como criterio orientador la.jurisprudencia, sustentada por el Pleno del 

Tribunal Electoral del Distrito Federal, se transcribe a continuación: 

"IMPROCEDENCIA, CAUSALES DE. SU ESTUDIO ES 
PREFERENTE Y DE OFICIO EN LOS MEDIOS DE 
IMPUGNACIÓN PREVISTOS POR EL C ~ D I G O  ELECTORAL 
DEL DISTRITO FEDERAL. Previamente al estudio de los agravios 
formulados a través de los medios de impugnación que regula el 
Código Electoral del Distrito Federal, este Tribunal debe analizar 
las causales de improcedencia que en la especie puedan 
actualizarse, por ser su examen preferente y de orden público. de 
acuerdo con lo dispuesto por el párrafo primero del articulo lo del 
Código Electoral del Distrito Federal. 

Recurso de apelación TEDF-AP-001199 Partido Acción Nacional. 
30 de marzo de 1999. Unanimidad de cinco votos. Ponente: 
Estuardo Mario Bermúdez Molina. Secretaria de Estudio y Cuenta: 
Nohemí Reyes Buck. 

Recurso de apelación TEDF-REA-008199. Partido Revolucionario 
Institucional. 24 de junio de 1999. Unanimidad de cinco votos. 
Ponente: Rodolfo Terrazas Salgado. Secretario de Estudio y 
Cuenta: Alejandro Juárez Cruz. 

Recurso de apelación TEDF-REA-011199. Socorro Aparicio Cruz. 
24 de junio de 1999. Mayoría de tres votos. Ponente: Estuardo 
Mario Bermúdez Molina. Secretaria de Estudio y Cuenta: Nohemi 
Reyes Buck. 

TESIS DE JURISPRUDENCIA. J.01199. PRIMERA 
Tribunal Electoral del Distrito Federal. Materia Electoral. Apro 
por Unanimidad de Votos." 
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Del mismo modo, debe citarse la tesis relevante sustentada por la Sala 

Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, cuyo 

texto se reproduce a continuación: 

"ACCIONES. SU PROCEDENCIA ES OBJETO DE ESTUDIO 
OFICIOSO. Es principio general de derecho que en la resolución 
de los asuntos debe examinarse, prioritariamente, si los 
presupuestos de las acciones intentadas se encuentran colmados. 
ya que de no ser así, existiría impedimento para dictar sentencia 
condenatoria. a pesar de que la parte demandada se haya 
defendido defectuosamente o, inclusive, ninguna excepción haya 
opuesto. 

Sala Superior. S3LA 001197 

Juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales entre el 
Instituto Federal Electoral y sus servidores. SUP-JLI-021197. José 
Antonio Hoy Manzanilla. 7 de agosto de 1997. Unanimidad de 
votos. Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo." 

Ahora bien, de un análisis del escrito inicial se advierte que el mismo no 

reúne los requisitos exigidos para iniciar una indagatoria por la presente 

vía. 

En efecto, el artículo 175 del Código Electoral del Distrito Federal, 

establece: 

"Articulo 175. Un Partido Político aportando elementos de prueba, 
podrá pedir al Consejo General del lnstituto Electoral del Distrito 
Federal que se investiguen las actividades de otros Partidos 
Políticos o de una Agrupación Política cuando se incumplan sus 
obligaciones de manera grave o sistemática, de acuerdo al 
procedimiento de este artículo. Asimismo, cualquier persona u 
organización política podrá presentar queja ante los Presidentes de 
los Consejos Distritales, o ante el Secretario Ejecutivo. de acuerdo 
a lo siguiente: 

l. Una vez que tenga conocimiento de la irregularidad, el 
Presidente del Consejo Distrital o el Secretario Ejecutivo, turnará el 
asunto a la Comisión competente del Consejo General del Instituto 
Electoral del Distrito Federal la cual emplazará al presunto 
responsable para que en el plazo de cinco días conteste por escrito 
lo que a su derecho convenga y aporte las pruebas que considere 
pertinentes y, en su caso, la pericia1 contable. Si se considerase 
necesaria la pericial. ésta será con cargo al Partido Político o a la 
Agrupación Política; 

11. Las pruebas deberán ser exhibidas junto con el escrito en el 
se comparezca al procedimiento. Ninguna prueba aportada f 
del plazo previsto para ello será tomada en cuenta: 
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III. Para la integración del expediente, se podrá solici!a! la 
información y documentación con que cuenten las instancias 
competentes del propio Instituto: 

IV. Concluido el plazo a que se refiere este articulo, dentro de los 
treinta días siguientes se formulará el dictamen correspondiente, el 
cual se someterá al Consejo General del Instituto Electoral del 
Distrito Federal para su determinación; l 

V. El Consejo General del lnstituto Electoral del Distrito Federal. 
para fijar la sanción correspondiente, tomará en cuenta las 
circunstancias y la gravedad de la falta. En caso de reincidencia se 
aplicará una sanción más severa; 

VI. Las resoluciones del Consejo General del lnstituto Electoral del 
Distrito Federal que no hubiesen sido recurridas. o bien, que 
fuesen confirmadas por el Tribunal Electoral del Distrito Federal, 
deberán ser pagadas en la Secretaría Administrativa del lnstituto 
en un plazo improrrogable de quince días contados a partir de la 
notificación; 

VII. Transcurrido el plazo sin que el pago se hubiere efectuado, el 
lnstituto Electoral del Distrito Federal podrá deducir el monto de la 
multa de la siguiente ministracion del financiamiento público que 
corresponda. 

De no resultar posible lo anterior, el lnstituto Electoral del Distrito 
Federal notificara a la Tesorería para que se proceda a su cobro en 
términos de la normatividad aplicable. 

Para los efectos del presente artículo, la autoridad competente 
para la sustanciación del procedimiento lo serán las Comisiones 
del Consejo General con competencia para conocer del asunto 
dependiendo la naturaleza de la queja planteada. 

El Secretario Ejecutivo auxiliará a las Comisiones en la práctica de 
diligencias y trámites que le soliciten. 

Las quejas sobre el origen y la aplicación de los recursos derivados 
del financiamiento de los Partidos Políticos y las Agrupaciones 
Políticas, deberán ser resueltas a más tardar en la fecha que se 
rinda el dictamen correspondiente a los informes del origen y 
monto del financiamiento res~ectivo." 

Dei artículo antes transcrito, se advierte que la tramitación del 

procedimiento administrativo previsto en dicho numeral, esta sujeta al 

cumplimiento de ciertos requisitos indispensables, los cuales vienen a 

constituir los presupuestos procesales de la vía, es decir, los supuestos 

sin los cuales no puede ser iniciado válidamente, ni tramitarse 4 
eficacia jurídica un determinado procedimiento. -? 
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Entre los presupuestos procesales reconocidos de manera general, se 

encuentra que el escrito que dé inicio al procedimiento, reúna todos los 

requisitos que permitan ,la procedencia, en especial, en lo relativo a la 

identidad de la pretensión que se pide acoger por este medio. 

Lo anterior es así, ya que los efectos primordiales que tiene el escrito 

inicial, están enderezados a fijar la extensión de la instancia en cuanto a 

las partes que intervengan en e l  mismo, así como el objeto del litigio; 

aspectos sobre los cuales girarán las demás etapas del procedimiento, 

sin que sea dable modificarlos durante su sustanciación. 

Por tal motivo, la autoridad que conoce de un procedimiento está 

obligado indefectiblemente a analizar previamente a cualquier otro 

aspecto, que el escrito inicial reúna los requisitos señalados por la ley, a 

fin de establecer, al menos en grado de posibilidad, la factibilidad de la 

pretensión deducida por este medio y, por lo mismo, la pertinencia de la 

consecución del procedimiento. 

Del mismo modo, dentro de las bases que sustentan la teoría general 

del proceso, se reconoce a la autoridad que conoce del procedimiento 

una facultad genérica para pronunciarse acerca de las omisiones o 

defectos que presente el escrito inicial; atribución que puede conducir 

desde la emisión de una decisión en la que supla la deficiencia en el 

planteamiento de agravios o en la cita de preceptos que no resulten 

consustanciales al proceso; dicte una prevención a la promovente para 

que corrija alguna deficiencia a su escrito inicial, o bien, que provea el 

desechamiento de plano del escrito inicial, por la falta de algún 

elemento esencial para dotar de eficacia al proceso. 

Ahora bien, de conformidad con lo dispuesto por elcitado articulo 175, 

párrafos primero y segundo, del Código Electoral del Distrito Federal, es 

dable afirmar que: para que la autoridad electorál'administrativa esté en 

aptitud de dar trámite e investigar una denuncia de este tipo, 4 
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menester que, entre otras cuestiones, el promovente realice una 

narración o descripción sucinta de ciertas actividades o conductas 

(acciones u omisiones) imputables a una asociación política, militantes 

o servidores públicos que, a su juicio, deben ser investigadas a fondo 

por la autoridad electoral administrativa, así como que aporte los 

elementos de prueba suficientes para extraer, al menos, indicios sobre 

la credibilidad de los hechos materia de la queja. 

La existencia del cumplimiento de estas cargas procesales están 

orientadas bajo la consideración de que el procedimiento administrativo 

tiene como finalidad verificar que las asociaciones políticas, sus 

militantes o servidores públicos se conduzcan por los cauces legales; 

de ahí que es dable sostener que los hechos narrados o las conductas 

descritas deben constituir tentativamente un incumplimiento a las 

obligaciones que les impone la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, el 

Código Electoral local; y, por tanto, infracciones o faltas que de 

conformidad con la normatividad aplicable, deben sancionarse. 

En este contexto, si las actividades que se pide sean investigadas no 

están en aptitud de revestir el carácter de ilicitos, se provocaría el inicio 

de un procedimiento que carecería de cualquier sentido, al no haber 

una conducta hipotéticamente sancionable, con lo que se 

desnaturalizaría la facultad con que cuenta esta autoridad 

administrativa electoral para regular la actividad de las asociaciones 

políticas, sus militantes o servidores públicos, por convertir a la 

investigación en una simple y llana pesquisa, esto es, en una 

indagación caprichosa sobre elementos inconexos o desvinculados. 

Del mismo modo, en la narración o descripción de hechos que realice el 

denunciante, deben precisarse las circunstancias de tiempo, modo y 

lugar en que supuestamente ocurrieron las conductas que motivan la 

denuncia, a fin de establecer, independientemente de la veracid 
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su comisión, que las mismas conllevan en sí mismas un principio de 

ilicitud, ya que de lo contrario, no tendría ningún sentido iniciar un 

procedimiento que de inicio no tendría posibilidad real de tener éxito 

alguno porque sería innecesaria su tramitación. 

En suma, es dable colegir que la revisión primigenia de estos elementos 

sólo tiene como objeto establecer la viabilidad de la investigación a 

través de la seriedad de la queja formulada y de la gravedad de los 

hechos denunciados. 

Por tal motivo, este estudio primigenio debe comprender, de manera 

general, si se realizó una narración de hechos precisa a fin de 

determinar las conductas que hubiere desplegado la asociación política 

denunciada; si los hechos expuestos en la queja son verosimiles, por 

cuanto a las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que 

supuestamente ocurrieron, mismas que deben encontrarse apoyadas 

en elementos de prueba, al menos, en grado indiciario; y, por Último, si 

de las conductas imputadas al denunciado, se desprende la comisión 

de un ilícito de orden administrativo susceptible de sancionarse. 

Al respecto, resulta aplicable mutatis mutandi la tesis de jurisprudencia 

emitida por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 

la Federación, que se reproduce a continuación: 

"MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA ELECTORAL. LA 
INVlABlLlDAD DE LOS EFECTOS JuRIDICOS PRETENDIDOS 
CON LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA, DETERMINA SU 
IMPROCEDENCIA.-De la interpretación sistemática de los 
artículos 41, párrafo segundo, fracción IV, y 99, párrafo cuarto, 
fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, y 3. párrafo 1 ; 9, párrafo 3: 11. párrafo 1, inciso b); 25, 
y 84, párrafo 1, incisos a) y b), de la Ley General del Sistema de 
Medios de Impugnación en Materia Electoral, se desprende que 
uno de los objetivos o fines de los medios de impugnación en 
materia electoral, consiste en establecer y declarar el derecho en 
forma definitiva. esto es, definir la situación jurídica que debe 
imperar cuando surge una controversia entre dos sujetos de 
derecho. no sólo respecto del actor, sino tambien de su 
contraparte, incluidos los probables terceros interesados. El 
objetivo mencionado hace evidente que uno de los 
indispensables para que el órgano jurisdiccional electoral pu 
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conocer de un juicio y dictar la resolución de fondo que resuelva la 
controversia planteada, consiste en la viabilidad de los eventuales 
efectos jurídicos de esa resolución: esto es, que exista la 
posibilidad real de definir, declarar y decir en forma definitiva el 
derecho que debe imperar ante la situación planteada. Tal requisito 
constituye un presupuesto procesal del medio de impugnación que, 
en caso de no actualizarse, provoca el desechamiento de plano de 
la demanda respectiva o el sobreseimiento en el juicio, en su caso, 
toda vez que, de lo contrario, se estaria ante la posibilidad de 
conocer de un juicio y dictar una resolución que no podria 
juridicamente alcanzar su objetivo fundamental. 

Tercera Época: 

Juicio para la protección de los derechos politico-electorales del 
ciudadano. SUP-JDC-00612003.-Juan Ramiro Robledo Ruiz.-14 
de febrero de 2003.-Unanimidad de votos. 

Juicio para la protección de los derechos politico-electorales del 
ciudadano. SUP-JDC-010/2003.-Raúl Octavio Espinoza 
Martinez.-27 de febrero de 2003.-Unanimidad de votos. 

1 

Juicio para la protección de los derechos políticc-electorales del 
ciudadano. SUP-JDC-004/2004.-Rubén Villicaña López.-22 de 
enero de 2004.-Unanimidad de votos. 

Sala Superior, tesis S3ELJ 1312004. 

Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 
1997-2005, paginas 183-184." 

Así pues, de lo anterior se colige en lo que importa, que no toda 

narración de hechos puesta en conocimiento de la autoridad 

administrativa, puede poner en marcha un procedimiento de 

investigación, pese a que se exhiba un sustento probatorio, toda vez 

que su exposición debe reunir las características antes mencionadas, a 

fin de dotar de viabilidad a la investigación ya que, de lo contrario, ésta 

sólo constituiría un proceso insustancial y sin objeto concreto, 

susceptible de transformarse en una pesquisa general y, por 

consiguiente, arbitraria. 

Pasando al caso en estudio, de una revisión de las constancias que 

obran en autos, esta autoridad concluye que los elementos aportados al 

sumario son incapaces de generar un indicio tendente a demostrar la 

ilicitud de las conductas denunciadas por el promovente de la queja y 

que, en su caso! fuera reprochable al ciudadano Marcelo Ebr 

Casaubón o al Partido de la Revolución Democrática. 
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En efecto, de conformidad con lo expuesto en su escrito inicial, el 

denunciante aduce que el referido ciudadano, en su calidad de Jefe de 

Gobierno del Distrito Federal, apareció entre los días veinticinco y 

veintisiete de noviembre de dos mil ocho, en tres ocasiones en un 

programa televisivo difundido a nivel nacional, con el propósito de 

promover de manera pública su nombre e imagen personal, así como la 

del instituto político en el cual milita. 

Sobre el particular, el quejoso establece que esas actividades están 

encaminadas a influir en la contienda electoral local, aun y cuando la 

aspiración del ciudadano involucrado estaría enfocada a la Presidencia 

de la República en el dos mil doce, con lo que quebrantaría las 

prohibiciones contenidas en los numerales 134 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 342, 344, inciso a) y 347, 

incisos c), d) y e) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 

Electorales; 4", 225, 226 y 227 del Código Electoral del Distrito Federal. 

A ese respecto, es menester sehalar que atento a la narración de los 

hechos contenidos en la denuncia en el caso no se advierte que la 

conducta imputada al referido ciudadano refleje por sí misma, un 

principio de ilicitud que haga necesaria e indispensable la intervención 

de esta autoridad para salvaguardar alguna situación jurídica que se 

encuentre en peligro de ser vulnerada o de determinar alguna 

responsabilidad administrativa derivada de un proceder ilícito. 

I 

Esto es así, toda vez que la conducta que generaría, a juicio del 

quejoso, la falta reclamada correspondería a la sola aparición pública 

del ciudadano imputado en un programa trasmitido por un medio de 

comunicación masiva, lo que deviene insuficiente para configurar 

acto de promoción personal o política. 
9 
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En efecto, acorde con los artículos invocados por el denunciante, se 

estipula una obligación a cargo de los servidores públicos de 

abstenerse de realizar actividades o difundir elementos publicitarios que 

tengan como objeto su promoción personal del ciudadano o la de un 

instituto político en particular. 

Para tal efecto, es inconcuso que el proceder que debe desplegar el 

servidor público para trasgredir esa prohibición, radica en una conducta 

activa, esto es, a través de la implementación de una serie de actos 

positivos que se materialicen en una promoción de una plataforma o del 

ideario de una determinada fuerza política, o bien, las virtudes o 

convicciones de la persona del servidor público. 

Así las cosas, como ha quedado explayado en la síntesis del escrito 

in~cial del promovente, en ninguna de sus partes el quejoso estableció 

las acciones que habría realizado el ciudadano setialado como 

responsable, a fin de promoverse o, en su defecto, de hacerlo en favor 

del instituto político denunciado. 

Al respecto, es importante hacer notar que los titulares de los órganos 

de autoridad en el Distrito Federal constituyen figuras del dominio 

público, por menester del cargo que ostentan, de modo tal que su 

presencia en los medios de comunicación se encuentra justificada, en la 

medida que responde al interés de la colectividad por conocer de las 

actividades desarrolladas por éstos. 

Así pues, para juzgar en qué momento esa difusión constituye un acto 

de proselitismo o publicidad indebida en favor de la persona del 

funcionario o de una tercera persona, es menester que esa aparición en 

los medios masivos de comunicación, resulte descontextualizada de las 5v 
actividades públicas desarrolladas normalmente por el investiga 9 
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Bajo este tenor, la omisión del denunciante de detallar la forma en que 

el investigado se habría conducido en esas apariciones televisivas, se 

traduce en la imposibilidad de constatar si las mismas actualizarían una 

extralimitación a esa difusión institucional al grado de constituir una 

infracción a los dispositivos alegados por el quejoso o, en su caso, su 

capacidad de generar un efecto pernicioso sobre la contienda electpral 

local. 

No es óbice para lo anterior, el hecho que el quejoso hubiera ofrecido 

para sustentar sus afirmaciones, un conjunto de cinco notas 

periodísticas relacionadas, a decir de su oferente, con los extremos de 

la imputación deducida en esta vía, toda vez que independientemente 

del valor o alcance convictivo de esas probanzas, no debe perderse de 

vista que el denunciante se abstuvo de precisar la circunstancia de 

modo relativa a la falta en examen, con lo que tornó inútil cualquier 

medio de prueba tendente a demostrar este aspecto. 

En términos de lo antes expuesto, esta autoridad estima que se 

encuentra constatada la frivolidad de la denuncia que motivó la 

integración del presente expediente, en vista que se encuentra 

formulada en términos genéricos, imprecisos e incompletos, lo que 

impide justificar la intervención de la autoridad administrativa electoral 

local para restaurar el estado de derecho a través de la represión de la 

conducta contraria a las expectativas normativo-electorales. 

Al respecto, resulta aplicable sustancialmente el criterio contenido la 

tesis de jurisprudencia emitida por la Sala Superior del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, que es del tenor siguiente: 

"FRIVOLIDAD CONSTATADA AL EXAMINAR EL FONDO DE UN 
MEDIO DE IMPUGNACION. PUEDE DAR LUGAR A UNA 
SANCIÓN AL PROM0VENTE.-En los casos que requieren del 
estudio detenido del fondo para advertir su frivolidad, o cuando 
esta sea parcial respecto del mérito, el promovente puede ser 
sancionado, en términos del articulo 189, fracción III, de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación. El calificativo frívolo, 
aplicado a los medios de impugnación electorales, se entien 3 
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referido a las demandas o promociones en las cuales se formulen 
conscientemente pretensiones que no se pueden alcanzar 
jurídicamente, por ser notorio y evidente que no se encuentran al 
amparo del derecho o ante la inexistencia de hechos que sirvan 
para actualizar el supuesto jurídico en que se apoyan. Cuando 
dicha situación se presenta respecto de todo el contenido de una 
demanda y la frivolidad resulta notoria de la mera lectura cuidadosa 
del escrito, las leyes procesales suelen determinar que se decrete 
el desechamiento de plano correspondiente. sin generar 
artificiosamente un estado de incertidumbre; sin embargo, cuando 
la frivolidad del escrito sólo se pueda advertir con su estudio 
detenido o es de manera parcial, el desechamiento no puede 
darse, lo que obliga al tribunal a entrar al fondo de la cuestión 
planteada. Un claro ejemplo de este último caso es cuando, no 
obstante que el impugnante tuvo a su alcance los elementos de 
convicción necesarios para poder corroborar si efectivamente 
existieron irregularidades en un acto determinado. se limita a 
afirmar su existencia, y al momento de que el órgano jurisdiccional 
lleva a cabo el análisis de éstas, advierte que del material 
probatorio clara e indudablemente se corrobora lo contrario. 
mediante pruebas de carácter objetivo, que no requieren de 
interpretación alguna o de cierto tipo de apreciación de carácter 
subjetivo, lo que sucede en los casos en que el actor se limita a 
afirmar que en la totalidad de las casillas instaladas en un 
municipio o distrito, la votación fue recibida por personas no 
autorizadas, y del estudio se advierte que en la generalidad de las 
casillas impugnadas no resulta cierto. El acceso efectivo a la 
justicia, como garantía individual de todo gobernado y protegida 
tanto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
como en las leyes secundarias, no puede presentar abusos por 
parte del propio gobernado, pues se rompería el sistema de 
derecho que impera en un estado democrático. La garantía de 
acceso efectivo a la justicia es correlativa a la existencia de 
órganos jurisdiccionales o administrativos que imparten justicia, por i 
lo que a esas instancias sólo deben llegar los litigios en los que 
realmente se requiera la presencia del juzgador para dirimir el 
conflicto. Por tanto, no cualquier desavenencia, inconformidad o 
modo particular de apreciar la realidad puede llevarse a los 
tribunales, sino que sólo deben ventilarse ante el juzgador los 
supuestos o pretensiones que verdaderamente necesiten del 
amparo de la justicia. Por tanto, si existen aparentes litigios, 
supuestas controversias, o modos erróneos de apreciar las cosas, 
pero al verificar los elementos objetivos que se tienen al alcance se 
advierte la realidad de las cosas, evidentemente tales hip6tesis no 
deben, bajo ninguna circunstancia, entorpecer el correcto actuar de 
los tribunales: sobre todo si se tiene en cuenta que los órganos 
electorales deben resolver con celeridad y antes de ciertas techas. 
En tal virtud, una actitud frívola afecta el estado de derecho y 
resulta grave para los intereses de otros institutos politicos y la 
ciudadania, por la incertidumbre que genera la promoción del 
medio de impugnación, así como de aquellos que sí acuden con 
seriedad a esta instancia, pues los casos poco serios restan tiempo 
y esfuerzo a quienes intervienen en ellos, y pueden distraer la 
atención respectiva de los asuntos que realmente son de 
trascendencia para los intereses del país o de una entidad 
federativa, e inclusive el propio tribunal se ve afectado con el uso y 
desgaste de elementos humanos y materiales en cuestiones que 
son evidentemente frívolas. Tales conductas deben reprimirse. por 
lo que el promovente de este tipo de escritos, puede S+$ 
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sancionado, en términos de la disposición legal citada, tomando en 
cuenta las circunstancias particulares del caso. 

Tercera Época: 

Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-03312002.- 
Partido de la Revolución Democrática.-13 de febrero de 2002.- 
Unanimidad de votos. 

Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-05012002.- 
Partido de la Revolución Democrática.-13 de febrero de 2002.- 
Unanimidad de votos. 

Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-051/2002.- 
Partido de la Revolución Democrática.-13 de febrero de 2002.- 
Unanimidad de votos. 

Revista Justicia Electoral 2003, suplemento 6, páginas 34-36. Sala 
Superior, tesis S3ELJ 3312002. 

Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 
1997-2005, páginas 136-138." 

En vista que la carencia de elementos que generen, al menos, un 

principio de ilicitud de los hechos denunciados, lo que se traduce en la 

ausencia de uno de los presupuestos procesales necesarios para iniciar 

el procedimiento de investigación solicitado por el denunciante; 

consecuentemente, lo conducente es desechar la queja de mérito, de 

conformidad con el artículo 175 del Código Electoral del Distrito 

Federal. 

Por lo antes expuesto y fundado se, 

R E S U E L V E :  

PRIMERO. Se DESECHA la queja promovida por el Partido Acción 

Nacional en contra del ciudadano Marcelo Ebrard Gasaubón y del 

Partido de la Revolución Democrática, en términos de lo expuesto en el 

Considerando II de la presente resolución. 

SEGUNDO. NOTIF~QUESE PERSONALMENTE al partido político 

denunciante, en el domicilio señalado para tal efecto, acompañánd 

copia certificada de esta determinación. e 
9% 



15 

&,E,, 
RS-48-10 

EXPEDIENTE: IEDF-QCG/039/2008 

INSTITUTO ELECTORAL 
DEL DISTRITO FEDERAL 

TERCERO. PUBL~QUESE esta resolución en el termino de setenta y 

dos horas hábiles en los estrados ubicados en las oficinas centrales del 

Instituto Electoral del Distrito Federal, así como en su página de 

Internet: www.iedf.org.mx y, en su oportunidad, ARCH~VESE el 

expediente como asunto total y definitivamente concluido. I 

Así lo resolvieron por unanimidad de votos los CC. Consejeros 

Electorales integrantes del Consejo General del Instituto Electoral del 

Distrito Federal, en sesión pública de fecha veinte de mayo de dos mil 

diez, firmando al calce, la Consejera Presidenta y el Secretario del 

Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal, con 

fundamento en los artículos 105 fracción VI y 110 fracción Xlll del 

Código Electoral del Distrito Federal, doy fe. 

La Consejera Presidenta El Secretario Eiecutivo 

Mtra. Beatriz Claudia Zavala Pérez 
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PROMOVENTE: CIUDADANO JUAN ANTONIO 
ARÉVALO LÓPEZ, EN SU CARÁCTER DE 
SECRETARIO GENERAL DEL PARTIDO A C C I ~ N  
NACIONAL EN EL DISTRITO FEDERAL. 

PROBABLES RESPONSABLES: CIUDADANO 
MARCELO EBRARD C A S A U B ~ N  Y PARTIDO DE 
LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA. 

DICTAMEN 

México, Distrito Federal, a tres de mayo de dos mil diez. 

VISTO el estado procedimental que guardan las constancias que 

integran el expediente al rubro citado, y 

R E S U L T A N D O :  

1. Mediante escrito presentado en la Oficialía de Partes de esta 

autoridad electoral administrativa local el dieciocho de diciembre de dos 

mil ocho, el Partido Acción Nacional, por conducto de su Secretario 

General en el Distrito Federal, ciudadano Juan Antonio Arévalo López, 

promovió una denuncia en contra del ciudadano Marcelo Ebrard 

Casaubón y el Partido de la Revolución Democrática, por diversos 

hechos que, a su juicio, constituían infracciones a la normatividad 

electoral relativa a la realización de actos anticipados de precampaíia 

y10 campana. 

2. Por proveído de seis de enero de dos mil nueve, el Secretario 

Ejecutivo tuvo por recibido el escrito de denuncia, ordenando formar el 

expediente de queja respectivo, al que se le asignó la clave IEDF-QCG- 

03912008; asimismo, ordenó turnar el presente expediente a esta 

Comisión Permanente de Asociaciones Políticas del Consejo General 
, 

de este Instituto Electoral, para los efectos del artículo 175 del Código 

Electoral local. 

3. Mediante oficio número IEDF-SE/QJ/135/09, el Secretario Ejecutivo 

de este Instituto Electoral local, puso a disposición de esta Comisión 

Permanente de Asociaciones Políticas, el expediente en que se a c t 9  
45- 
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con el proyecto de dictamen y resolución atenientes, para los efectos 

legales a que haya lugar. 

4. En sesión de tres de mayo de dos mil diez, esta Comisión 

Permanente de Asociaciones Políticas del lnstituto Electoral del Distrito 

Federal aprobó el dictamen y anteproyecto de resolución atinentes, con 

el objeto de someter éste último a la consideración del Consejo General 

de este lnstituto Electoral. 

.. 
5. En este orden de ideas, y toda vez que el presente expediente ha 

quedado en estado de dictar resolución, por lo que con fundamento en 

los artículo 175, fracción IV del Código Electoral del Distrito Federal; y 

67 del reglamento para la Sustanciación de las Quejas Administrativas 

del lnstituto Electoral del Distrito Federal, esta Comisión Permanente de 

Asociaciones ~olítibas del lnstituto Electoral del Distrito Federal, 

formula el presente Dictamen con la finalidad de someterlo a la 

consideración del Consejo General del Institiito Electoral del Distrito 

Federal, para que resuelva en lo conducente el asunto en estudio,'con 

base en los siguientes, 

l. COMPETENCIA. Con fundamento en los artículos 120, párrafos 

cuarto, quinto y sexto, 123, párrafo primero, 124, párrafo primero y 136 

del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, artículos 1, párrafos 

primero y segundo, fracciones 1, 11, 111, IV, V y VI, 2, párrafo primero, 96, 

97, fracción 1, 100, fracciones I y 111, 175, 225, fracción V y 227 del 

Código Electoral del Distrito Federal, 1, 3, 4, 8, 9, 13, 17, 18, 39 y 67 del 

Reglamento para la Sustanciación de Quejas Administrativas del 

lnstituto Electoral del Distrito Federal, esta Comisión Permanente de 

Asociaciones Políticas del lnstituto Electoral del Distrito Federal es 

competente para conocer y dictaminar el presente asunto, habida 

cuenta que se trata de una queja promovida por un partido político, en 

la especie, el Partido Acción Nacional en contra del titular de un Órgano Gw 
de gobierno del Distrito Federal, esto es, el Jefe de Gobierno de 9 
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entidad, ciudadano Marcelo Ebrard Casaubón, así como en contra de 

otra asociación política, a saber, el Partido de la Revolución 

Democrática, por la posible comisión de conductas que, a su juicio, 

constituyen violaciones graves a la normatividad electoral y, por ende, 

faltas sancionables en sus términos. 

II. PROCEDENCIA DE LA QUEJA. De conformidad con lo dispuesto 

por el artículo 1, párrafo primero del Código Electoral del Distrito 

Federal, es menester que previamente a ocuparse del fondo del asunto 

se analice de oficio o a instancia de parte si SS acreditan los 

presupuestos procesales de la vía, en términos de lo dispuesto por el 

Código Electoral del Distrito Federal y el Reglamento para la 

Sustanciación de Quejas del Instituto Electoral del Distrito Federal. 

Lo anterior es así, ya que en caso que no lo estuvieran, se estaría ante 

un impedimento de orden público para dictar resolución de fondo. Sirve 

como criterio orientador la jurisprudencia, sustentada por el Pleno del 

Tribunal Electoral del Distrito Federal. se transcribe a continuación: 

uIMPROCEDENCIA, CAUSALES DE. SU ESTUDIO ES 
PREFERENTE Y DE OFICIO EN LOS MEDIOS DE 
IMPUGNACIÓN PREVISTOS POR EL CÓDIGO ELECTORAL 
DEL DISTRITO FEDERAL. Previamente al estudio de los agravios 
formulados a través de los medios de impugnación que regula el 
Código Electoral del Distrito Federal. este Tribunal debe analizar 
las causales de improcedencia que en la especie puedan 
actualizarse. por ser su examen preferente y de orden público. de 
acuerdo con lo dispuesto por el párrafo primero,del artículo lo del 
Código Electoral del Distrito Federal. 

Recurso de apelación TEDF-AP-001199. Partido Acción Nacional. 
30 de marzo de 1999. Unanimidad de cinco votos. Ponente: 
Estuardo Mario Bermúdez Molina. Secretaria de Estudio y Cuenta: 
Nohemi Reyes Buck: 

Recurso de apelación TEDF-REA-008199. Partido Revolucionario 
Institucional. 24 de junio de 1999. Unanimidad de cinco votos. 
Ponente: Rodolfo Terrazas Salgado. Secretario de Estudio y 
Cuenta: Alejandro Juárez Cruz. 

Recurso de apelación TEDF-REA-011199. Socorro Aparicio Cruz. 
24 de junio de 1999. Mayoría de tres votos. Ponente: 
Mario Bermúdez Molina. Secretaria de Estudio y Cuenta: Noh 
Reyes Buck. 
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TESIS DE JURISPRUDENCIA. J.01199. PRIMERA ÉPOCA. 
Tribunal Electoral del Distrito Federal. Materia Electoral. Aprobada 
por Unanimidad de Votos." 

Del mismo modo, debe citarse la tesis relevante sustentada por la Sala 

Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de IaFederación, cuyo 

texto se reproduce a continuación: 

"ACCIONES. SU PROCEDENCIA ES OBJETO DE ESTUDIO 
OFICIOSO. Es principio general de derecho que en la resolución 
de los asuntos debe examinarse, prioritariamente, si los 
presupuestos de las acciones intentadas se encuentran colmados, 
ya que de no ser así, existiría impedimento para dictar sentencia 
condenatoria, a pesar de que la parte demandada se haya 
defendido defectuosamente o, inclusive, ninguna excepción haya 
opuesto. 

Sala Superior. S3LA 001197. 

Juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales entre el 
Instituto Federal Electoral y sus servidores. SUP-JLI-021197. José 
Antonio Hoy Manzanilla. 7 de agosto de 1997. Unanimidad de 
votos. Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo." 

Ahora bien, de un análisis del escrito inicial se advierte que el mismo no 

reúne los requisitos exigidos para iniciar una indagatoria por la presente 

vía. 

En efecto, el artículo 175 del Código Electoral del Distrito Federal, 

establece: 
1 

"Anlculo 175. Un Partido Político aportando elementos de prueba, 
podrá pedir al Consejo General del Instituto Electoral del Distrito 
Federal que se investiguen las actividades de otros Partidos 
Políticos o de una Agrupación Política cuando se incumplan sus 
obligaciones de manera grave o sistemática, de acuerdo al 
procedimiento de este articulo. Asimismo, cualquier persona u 
organización política podrá presentar queja ante los Presidentes de 
los Consejos Distritales. o ante el Secretario Ejecutivo, de acuerdo 
a lo siguiente: 

l. Una vez que tenga conocimiento de la irregularidad, el 
Presidetite del Consejo Distrital o el Secretario Ejecutivo, turnará el 
asunto a la Comisión competente del Consejo General del lnstituto 
Electoral del Distrito Federal la cual emplazara al presunto 
responsable para que en el plazo de cinco días conteste por escrito 
lo que a su derecho convenga y aporte las pruebas que considere 
pertinentes y, en su caso, la pericial contable. Si se consideras 
necesaria la pericial, ésta será con cargo al Fartido Político o 
Agrupación Política; 3 
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II. Las pruebas deberán ser exhibidas junto coi1 el escrito en el que 
se comparezca al procedimiento. Ninguna prueba aportada fuera 
del plazo previsto para ello será tomada en cuenta; 

IIi. Para la integración del expediente, se podrá solicitar la 
información y documentación con que cuenten las instancias 
competentes del propio Instituto; 

IV. Concluido el plazo a que se refiere este ar?ículo, dentro de los 
treinta días siguientes se formulará el dictamen correspondiente, el 
cual se someter& al Consejo General del lnstituto Electoral del 
Distrito Federal para su determinación; 

V. El Consejo General del lnstituto Electoral del Distrito Federal, 
para fijar la sanción correspondiente, tomará en cuenta las 
circunstancias y la gravedad de la falta. En caso de reincidencia se 
aplicará una sanción más severa; 

VI. Las resoluciones del Consejo General del lnstituto Electoral del 
Distrito Federal que no hubiesen sido recurridas, o bien, que 
fuesen confirmadas por el Tribunal Electoral del Distrito Federal, 
deberán ser pagadas en la Secretaría Administrativa del lnstituto 
en un plazo improrrogable de quince días contados a partir de la 
notificación; 

VII. Transcurrido el plazo sin que el pago se hubiere efectuado, el 
lnstituto Electoral del Distrito Federal podrá deducir el monto de la 
multa de la siguiente ministración del financiamiento público que 
corresponda. 

De no resultar posible lo anterior, el lnstituto EleCtcraI del Distrito 
Federal notificará a la Tesorería para que se proceda a su cobro en 
términos de la normatividad aplicable. 

Para los efectos del presente artículo, la autoridad competente 1 
para la sustanciación del procedimiento lo serán las Comisiones 
del Consejo General con competencia para conocer del asunto 
dependiendo la naturaleza de la queja planteada. 

El Secretario Ejecutivo auxiliará a las Comisiones en la práctica de 
diligencias y trámites que le soliciten. 

Las quejas sobre el origen y la aplicación de los recursos derivados 
del financiamiento de los Partidos Políticos y las Agrupaciones 
Políticas, deberán ser resueltas a más tardar en la fecha que se 
rinda ei dictamen correspondiente a los informes del origen y 
monto del financiamiento respectivo." 

Del artículo antes transcrito, se advierte que la tramitación del 

procedimiento administrativo previsto en dicho numeral, está sujeta al 

cumplimiento de ciertos requisitos indispensables; los cuales vienen a 

constituir los presupuestos procesales de la vía, es decir, los su pues tos^ 
sin los cuales no puede ser iniciado válidamente, ni tramitarse 6 
eficacia jurídica un determinado procedimiento. 
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Entre los presupuestos procesales reconocidos de manera general, se 

encuentra que el escrito que dé inicio al procedimiento, reúna todos los 

requisitos que permitan la procedencia, en especial, en lo relativo a la 

identidad de la pretensión que se pide acoger por este medio. 

Lo anterior es así, ya que los efectos primordiales que tiene el escrito 

inicial, están enderezados a fijar la extensión de la instancia en cuanto a 

las partes que intervengan en el mismo, así como el objeto del litigio; 

aspectos sobre los cuales girarán las demás etapas del procedimiento, 

sin que sea dable modificarlos durante su sustanciación. 

Por tal motivo, la autoridad que conoce de un procedimiento está 

obligado indefectiblemente a analizar previamente a cualquier otro 

aspecto, que el escrito inicial reúna los requisitos señalados por la ley, a 

fin de establecer, al menos en grado de posibilidad, la factibilidad de la 

pretensión deducida por este medio y, por lo mismo, la pertinencia de la 

consecución del procedimiento. 

Del mismo modo, dentro de las bases que sustentan la teoría general 

del proceso, se reconoce a la autoridad que conoce del procedimiento 

una facultad genérica para pronunciarse acerca de las omisiones o 

defectos que presente el escrito inicial; atribución que puede conducir 

desde la emisión de una decisión en la que supla la deficiencia en el 

planteamiento de agravios o en la cita de preceptos que no resulten 

consustanciales al proceso; dicte una prevención a la promovente para 

que corrija alguna deficiencia a su escrito inicial, o bien, que provea el 

desechamiento de plano del escrito inicial, por la falta de algún 

elemento esencial para dotar de eficacia al proceso. 

Ahora bien, de conformidad con lo dispuesto por el citado artículo 175, 

párrafos primero y segundo, del Código Electoral del Distrito Federal, es 

dable afirmar que, para que la autoridad electoral administrativa esté en 

aptitud de dar trámite e investigar una denuncia de este tipo, es 

menester que, entre otras cuestiones, el promovente realice 9 
i 
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narración o descripción sucinta de ciertas actividades o conductas 

(acciones u omisiones) imputables a una asociación política, militantes 

o servidores públicos que, a su juicio, deben ser investigadas a fondo 

por la autoridad electoral administrativa, así como que aporte los 

elementos de prueba suficientes para extraer, al menos, indicios sobre 

la credibilidad de los hechos materia de la queja. 

La existencia del cumplimiento de estas cargas procesales están 

orientadas bajo la consideración de que el procedimiento administrativo 

tiene como finalidad verificar que las asociaciones políticas, sus 

militantes o servidores públicos se conduzcan por los cauces legaies; 

de ahí que es dable sostener que los hechos narrados o las conductas 

descritas deben constituir tentativamente un incumplimiento a las 

obligaciones que les impone la Constitución Politica de los Estados 

Unidos Mexicanos, el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, el 

Código Electoral local; y, por tanto, infracciones o faltas que de 

conformidad con la normatividad aplicable, deben sancionarse. 

En este contexto, si las actividades que se pide sean investigadas no 

están en aptitud de revestir el carácter de ilícitos, se provocaría el inicio 

de un procedimiento que carecería de cualquier sentido, al no haber 

una conducta hipotéticamente sancionable, con lo que se 

desnaturalizaría la facultad con que cuenta esta autoridad 

administrativa electoral para regular la actividad de las asociaciones 

políticas, sus militantes o servidores públicos, por convertir a la 

investigación en una simple y llana pesquisa, esto es, en una 

indagación caprichosa sobre elementos inconexos o desvinculados. 

Del mismo modo, en la narración o descripción de hechos que realice el 

denunciante, deben precisarse las circunstancias de tiempo, modo y 

lugar en que supuestamente ocurrieron las conductas que motivan la 

denuncia, a fin de establecer, independientemente de la veracidad de 

SU comisión, que las mismas conllevan en si mismas un principio de 

ilicitud, ya que de lo contrario, no tendría ningún sentido iniciar 9 
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procedimiento que de inicio no tendría posibilidad real de tener éxito 

alguno porque seria innecesaria su tramitación. 

En suma, es dable colegir que la revisión primigenia de estos elementos 

sólo tiene como objeto establecer la viabilidad de la investigación a 

través de la seriedad de la queja formulada y de la gravedad de los 

hechos denunciados. 

Por tal motivo, este estudio primigenio debe comprender, de manera 

general, si se realizó una narración de hechos precisa a fin de 

determinar las conductas que hubiere desplegado la asociación política 

denunciada; si los hechos expuestos en la queja son verosímiles, por 

cuanto a las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que 
l 

supuestamente ocurrieron, mismas que deben encontrarse apoyadas 

en elementos de prueba, al menos, en grado indiciario; y, por último, si 

de las conductas imputadas al denunciado, se desprende la comisión 

de un ilícito de orden administrativo susce~tible de sancionarse. 

Al respecto, resulta aplicable mutatis mutandi la tesis de jurisprudencia 

emitida por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 

la Federación, que se reproduce a continuación: 

"MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA ELECTORAL. LA 
INVlABlLlDAD DE LOS EFECTOS JUR~DICOS PRETENDIDOS 
CON LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA, DETERMINA SU 
IMPROCEDENCIA.-De la interpretación sistemática de los 
artículos 41, perrafo segundo, fracción IV, y 99, párrafo cuarto, 
fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, y 3, párrafo 1; 9. párrafo 3; 11, párrafo 1, inciso b); 25, 
y 84. párrafo 1. incisos a) y b), de la Ley General del Sistema de 
Medios de Impugnación en Materia Electoral, se desprende que 
uno de los objetivos o fines de los medios de impugnación en 
materia electoral, consiste en establecer y declarar el derecho en 
forma definitiva, esto es. definir la situación juridica que debe 
imperar cuando surge una controversia entre dos sujetos de 
derecho. no sólo respecto del actor, :¡no tambien de su 
contraparte, incluidos los probables terceros interesados. El 
objetivo mencionado hace evidente que uno de los requisitos 
indispensables para que el órgano jurisdiccional electoral pueda 
conocer de un juicio y dictar la resolución de fondo que resuelva la 
controversia planteada, consiste en la viabilidad de los eventuales 
efectos jurídicos de esa resolución; esto es, que exista la 
posibilidad real de definir, declarar y decir en forma definitiva el 
derecho que debe imperar ante la situación planteada. Tal 
constituye un presupuesto procesal del medio de impugnación 
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en caso de no actualizarsel provoca el desechamiento de plano de 
la demanda respectiva o el sobreseimiento en el juicio, en su caso, 
toda vez que, de lo contrario. se estaría ante la posibilidad de 
conocer de un juicio y dictar una resolución que no podría 
jurídicamente alcanzar su objetivo fundamental. 

Tercera Epoca: 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del 
ciudadano. SUP-JDC-00612003.-Juan Rami: Robledo Ruiz.-i4 
de febrero de 2003.-Unanimidad de votos. 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del 
ciudadano. SUP-JDC-01012003.-Raúl Octavio Espinoza 
Martínez.-27 de febrero de 2003.-Unanimidad de votos. 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del 
ciudadano. SUP-JDC-00412004,-Ruben Villicaña López.-22 de 
enero de 2004.-Unanimidad de votos. 

Sala Superior, tesis S3ELJ 1312004. 

Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 
1997-2005, páginas 183-1 84." 

Así pues, de lo anterior se colige en lo que importa, que no toda 

narración de hechos puesta en conocimiento de la autoridad 

administrativa, puede poner en marcha un procedimiento de 

investigación, pese a que se exhiba un sustento probatorio, toda vez 

que su exposición debe reunir las características antes mencionadas, a 

fin de dotar de viabilidad a la investigación ya que, de lo contrario, ésta 

sólo constituiría un proceso insustancial y sin objeto concreto, 

susceptible de transformarse en una pesquisa general y, por 

consiguiente, arbitraria. 

Pasando al caso en estudio, de una revisión de las constancias que 

obran en autos, esta autoridad concluye que los elementos aportados al 

sumario son incapaces de generar un indicio tendente a demostrar la 
I 

ilicitud de las conductas denunciadas por el promovente de la queja y 

que, en su caso, fuera reprochable al ciudadano Marcelo Ebrard 

Casaubón o al Partido de la Revolución Democrática. 

En efecto? de conformidad con lo expuesto en su escrito inicial, el 

denunciante aduce que el referido ciudadano, en su calidad de Jefe de %Y 
Gobierno del Distrito Federal, apareció entre los días veinticinco4 
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veintisiete de noviembre de dos mil ocho, en tres ocasiones en un 

programa televisivo difundido a nivel nacional, con el propósito de 

promover de manera pública su nombre e imagen personal, así como la 

del instituto político en el cual milita. 

Sobre el particular, el quejoso establece que esas actividades están 

encaminadas a influir en la contienda electoral local, aun y cuando la 

aspiración del ciudadano involucrado estaría enfocada a la Presidencia 

de la República en el dos mil doce, con lo que quebrantaría las 

prohibiciones contenidas en los numerales 134 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 342, 344, inciso a) y 347, 

incisos c), d) y e) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 

Electorales; 4", 225, 226 y 227 del Código Electoral del Distrito Federal. 

A ese respecto, es menester señalar que atento a la narración de los 

hechos contenidos en la denuncia en el caso no se advierte que la 

conducta imputada al referido ciudadano refleje por sí misma, un 

principio de ilicitud que haga necesaria e indispensable la intervención 

de esta autoridad para salvaguardar alguna situación jurídica que se 

encuentre en peligro de ser vulnerada o de determinar alguna 

responsabilidad administrativa derivada de un proceder ilícito. 

Esto es así, toda vez que la conducta que generaría. a juicio del 

quejoso, la falta reclamada correspondería a la sola aparición pública 

del ciudadano imputado en un programa trasmitido por un medio de 

comunicación masiva, lo que deviene insuficiente para configurar un 

acto de promoción personal o política. 

En efecto, acorde con los artículos invocados por el denunciante, se 

estipula una obligación a cargo de los servidores públicos de 

abstenerse de realizar actividades o difundir elementos publicitarios que 

tengan como objeto su promoción personal del ciudadano o la d d  
-r 

instituto político en particular. 
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Para tal efecto, es inconcuso que el proceder que debe desplegar el 

servidor público para trasgredir esa prohibición, radica en una conducta 

activa, esto es, a través de la implementación de una serie de actos 

positivos que se materialicen en una promoción de una plataforma o del 

ideario de una determinada fuerza política, o bien, las virtudes o 

convicciones de la persona del servidor público. 

I 
Así las cosas, como ha quedado explayado en la síntesis del escrito 

inicial del promovente, en ninguna de sus partes el quejoso estableció 

las acciones que habría realizado el ciudadano sehalado como 

responsable, a fin de promoverse o, en su defecto, de hacerlo en favor 

del instituto político denunciado. 

Al respecto, es importante hacer notar que los titulares de los órganos 

de autoridad en el Distrito Federal constituyen figuras del dominio 

público, por menester del cargo que ostentan, de modo tal que su 

presencia en los medios de comunicación se encuentra justificada, en la 

medida que responde al interés de la colectividad por conocer de las 

actividades desarrolladas por éstos. 

Así pues, para juzgar en qué momento esa difusión constituye un acto 

de proselitismo o publicidad indebida en favor de la persona del 

funcionario o de una tercera persona, es menester que esa aparición en 

los medios masivos de comunicación, resulte descontextualizada de las 

actividades públicas desarrolladas normalmente por el investigado. 

Bajo este tenor, la omisión del denunciante de detallar la forma en que 

el investigado se habría conducido en esas apariciones televisivas, se 

traduce en la imposibilidad de constatar si las mismas actualizarían una 

extralimitación a esa difusión institucional al grado de constituir una 

infracción a los dispositivos alegados por el quejoso o, en su caso, su 

capacidad de generar un efecto pernicioso sobre la contienda elec 

local. 
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No es óbice para lo anterior, el hecho que el quejoso hubiera ofrecido 

para sustentar sus afirmaciones, un conjunto de cinco notas 

periodísticas relacionadas, a decir de su oferente, con los extremos de 

la imputación deducida en esta vía, toda vez que independientemente 

del valor o alcance convictivo de esas probanzas, no debe perderse de 

vista que el denunciante se abstuvo de precisar la circunstancia de 

modo relativa a la falta en examen, con lo que tornó inútil cualquier 

medio de prueba tendente a demostrar este aspecto. 

En términos de lo antes expuesto, esta autoridad estima que se 

encuentra constatada la frivolidad de la denuncia que motivó la 

integración del presente expediente, en vista que se encuentra 

formulada en términos genéricos, imprecisos e incompletos, lo que 

impide justificar la intervención de la autoridad administrativa electoral 

local para restaurar el estado de derecho a través de la represión de la 

conducta contraria a las expectativas normativo-electorales. 

Al respecto, resulta aplicable sustancialmente el criterio contenido la 

tesis de jurisprudencia emitida por la Sala Superior del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, que es del tenor siguiente: 

i 
"FRIVOLIDAD CONSTATADA AL EXAMINAR EL FONDO DE UN 
MEDIO DE IMPUGNACIÓN. PUEDE DAR LUGAR A UNA 
SANCIÓN AL PROM0VENTE.-En los casos que requieren del 
estudio detenido del fondo para advertir su frivolidad, o cuando 
ésta sea parcial respecto del mérito, el promovente puede ser 
sancionado. en términos del articulo 189, fracción III, de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación. El calificativo frivolo, 
aplicado a los medios de impugnación electorales, se entiende 
referido a las demandas o promociones en las cuales se formulen 
conscientemente pretensiones que no se pueden alcanzar 
juridicamente, por ser notorio y evidente que no se encuentran al 
amparo del derecho o ante la inexistencia de hechos que sirvan 
para actualizar el supuesto jurídico en que se apoyan. Cuando 
dicha situación se presenta respecto de todo el contenido de uiia 
demanda y la frivolidad resulta notoria de la mera lectura cuidadosa 
del escrito. las leyes procesales suelen determinar que se decrete 
el desechamiento de plano correspondiente, sin generar 
artificiosamente un estado de incertidumbre; sin embargo, cuando 
la frivolidad del escrito sólo se pueda advertir con su estudio 
detenido o es de manera parcial. el desechamiento no puede 
darse, lo que obliga al tribunal a entrar al fondo de la cuestión 
planteada. Un claro ejemplo de este último caso es cuando, no 
obstante que el impugnante tuvo a su alcance los 

w 
convicción necesarios para poder corroborar si efectiva 
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existieron irregularidades eti un acto determinado. se limita a 
afirmar su existencia, y al momento de que el órgano jurisdiccional 
lleva a cabo el análisis de éstas, advierte que del material 
probatorio clara e indudablemente se corrobora lo contrario, 
mediante pruebas de carácter objetivo, que no requieren de 
interpretación alguna o de cierto tipo de apreciación de carácter 
subjetivo. lo que sucede en los casos en que el actor se limita a 
afirmar que en la totalidad de las casillas instaladas en un 
municipio o distrito, la votación fue recibida por personas no 
autorizadas, y del estudio se advierte que en la generalidad de las 
casillas impugnadas no resulta cierto.. El acceso efectivo a la 
justicia. como garantia individual de todo gobernado y protegida 
tanto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
como en las leyes secundarias, no puede presentar abusos por 
parte del propio gobernado, pues se rompería el sistema de 
derecho que impera en un estado democrático. La garantía de 
acceso efectivo a la justicia es correlativa a la existencia de 
órganos jurisdiccionales o administrativos que imparten justicia, por 
lo que a esas instancias sólo deben llegar los litigios en los que 
realmente se requiera la presencia del juzgador para dirimir el 
conflicto. Por tanto, no cualquier desavenencia, inconformidad o 
modo particular de apreciar la realidad puede llevarse a los 
tribunales, sino que sólo deben ventilarse ante el juzgador los 
supuestos o pretensiones que verdaderametite necesiten del 
amparo de la justicia. Por tanto, si existen aparentes litigios, 
supuestas controversias. o modos erróneos de apreciar las cosas, 
pero al verificar los elementos objetivos que se tienen al alcance se 
advierte la realidad de las cosas, evidentemente tales hipótesis no 
deben. bajo ninguna circunstancia, entorpecer el correcto actuar de 
los tribunales; sobre todo si se tiene en cuenta que los órganos 
electorales deben resolver con celeridad y antes cte ciertas fechas. 
En tal virtud, una actitud frívola afecta el estado de derecho y 
resulta grave para los intereses de otros institutos politicos y la 
ciudadanía, por la incertidumbre que genera la protnoción del 
medio de impugnacibn, así como de aquellos que sí acuden con 
seriedad a esta instancia, pues los casos poco serios restan tiempo 
y esfuerzo a quienes intervienen en ellos, y pueden distraer la 
atención respectiva de los asuntos que realmente son de 
trascendencia para los intereses del país o de una entidad 
federativa, e inclusive el propio tribunal se ve afectado con el uso y 
desgaste de elementos humanos y materiales en cuestiones que 
son evidentemente frivolas. Tales conductas deben reprimirse, por 
lo que el promovente de este tipo de escritos, puede ser 
sancionado, en términos de la disposición legal citada, tomando en 
cuenta las circunstancias particulares del caso. 

Tercera Época: 

Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-03312002.- 
Partido de la Revolución Democrática.-13 de febrero de 2002.- 
Unanimidad de votos. 

Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-05012002.- 
Partido de la Revolución Democrática.-13 de febrero de 2002.- 
Unanimidad de votos. 

Juicio de revisión constitucional electoral. 
Partido de la Revolución Democrática.-13 
Unanimidad de votos. 
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Revista Justicia Electoral 2003, suplemento 6,  páginas 34-36, Sala 
Superior, tesis S3ELJ 3312002. 

Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 
1997-2005, páginas 136-138." 

En vista que la carencia de elementos que generen, al menos, un 

principio de ilicitud de los hechos denunciados, lo que se traduce en la 

ausencia de uno de los presupuestos procesales necesarios para iniciar 

el procedimiento de investigación solicitado por el denunciante; 

consecuentemente, lo conducente es proponer el desechamiento de la 

queja de mérito, de conformidad con el articulo 175 del Código Electoral 

del Distrito Federal. 

En consecuencia, esta Comisión Permanente de Asociaciones Políticas 

somete a la Consideración del Consejo General del lnstituto Electoral 

del Distrito Federal, el siguiente, 

D I C T A M E N :  

PRIMERO. PROPONER al Consejo General del lnstituto Electoral del 

Distrito Federal DESECHAR la queja promovida por el Partido Acción 

Nacional, en términos de lo expuesto en el Considerando 11 del 

presente dictamen. 

SEGUNDO. SOMÉTASE el presente dictamen a la consideración del 

Consejo General del lnstituto Electoral del Distrito Federal para su 

determinación. 

 AS^ lo aprobaron, por unanimidad de votos, los Consejeros Electorales 

integrantes de la Comisión Permanente de Asociaciones Políticas del 

lnstituto Electoral del Distrito Federal en la Segunda Sesión 

Extraordinaria de dicha instancia, celebrada el tres de mayo de dos 

diez. CONSTE. 
rr 
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